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En un trabajo anterior1 concluíamos: “Debe atenderse a la 
particular naturaleza de las cooperativas para determinar si 
procede o no su sujeción a determinado tributo. Y en caso 
de que resulten sujetos pasivos de la obligación tributaria, 
también habrá que atender a esa particular naturaleza de la 
organización cooperativa para encuadrarla debidamente en 
los tratamientos específicos que pudieran existir o corres-
ponder en el tributo en cuestión”.

Esa conclusión estuvo cimentada en un principio funda-
mental de la tributación —la equidad— cuya enunciación 
se remonta a casi cuatro siglos atrás y que, en la tradicional 
interpretación de nuestro máximo órgano judicial sobre la 
manda constitucional que establece la igualdad como base 
del impuesto y las cargas públicas, se cumple “cuando en 
condiciones análogas se imponen gravámenes iguales a los 
contribuyentes”2.

Corresponde ahora ocuparnos de aplicar estos elementos 
doctrinarios y constitucionales al tratamiento que debería 

1 Rubén Alfredo Masón (2024). Fundamentos de la Tributa-
ción Cooperativa. Intercoop, pág. 48 y sig.
2 Corte Suprema de Justicia de la Nación, fallo del 12 de 
diciembre de 1927 en autos “Don Juan Hannah Drysdale y 
otros contra la Provincia de Buenos Aires, sobre devolución de 
una suma de dinero”, Fallos 149:417.
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8   Introducción

corresponder a las cooperativas argentinas en el impues-
to sobre la renta, un tributo que, creado a partir de 1932 
como un impuesto de emergencia sobre los réditos por el 
término de cinco años, ha llegado hasta el día de hoy bajo 
el nombre de impuesto a las ganancias.

Con relación a este gravamen es necesario partir de dos 
premisas: a) la circunstancia de que las cooperativas son 
empresas sin fines de lucro; b) la norma legal que determi-
na la manera obligatoria de distribuir el eventual excedente 
anual de las cooperativas.

Aunque la Ley nacional de cooperativas 20337 —vigen-
te desde su publicación en el Boletín Oficial de la Repúbli-
ca Argentina (BORA) el 15.05.1973— no lo explicite, la 
ausencia de lucro surge implícitamente de su mismo texto 
y de la exposición de motivos que acompañó a dicha ley, a 
punto tal que la propia Administración Federal de Ingresos 
Públicos (AFIP), a través de la Resolución General 4667 
del 30 de enero de 2020, incluyó a la forma jurídica coope-
rativa dentro de las entidades sin fines de lucro.

Otra institución oficial, el Instituto Nacional de Asocia-
tivismo y Economía Social (INAES), emitió, en su carácter 
de “autoridad de aplicación del régimen legal en materia 
de mutuales y cooperativas”, la resolución 5460 del 30 de 
noviembre de 2023 (BORA, 01.12.2023). En ella, después 
de extensos considerandos, termina afirmando que “las 
entidades cooperativas y mutuales son personas jurídicas 
privadas sin fines de lucro constituidas como empresas”.

También la jurisprudencia argentina es coincidente en 
reconocer el carácter no lucrativo de las cooperativas3.

3 Un par de ejemplos: “Las cooperativas no persiguen fines de 
lucro y sus actos —cooperativos— no son actos de comercio” 
(Cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca, fallo del 
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En cuanto al destino del excedente anual de las coope-
rativas, la Alianza Cooperativa Internacional, en su Decla-
ración de Identidad Cooperativa (aprobada en su Congreso 
del Centenario, Mánchester, Reino Unido, 23 de septiem-
bre de 1995), verdadera plataforma doctrinaria que deben 
observar las cooperativas en todo el mundo para ser consi-
deradas tales, afirmó en el tercer principio —denominado 
“Participación económica de los asociados”— que los exce-
dentes son de propiedad de los asociados y a ellos deben re-
tornar en la medida que cada uno contribuyó a formarlos, 
a no ser que los propios asociados decidan voluntaria y de-
mocráticamente aplicarlos al desarrollo de las actividades 
de la cooperativa o a establecer nuevos servicios comunes.

Por su parte, la legislación argentina, al definir el des-
tino de los excedentes cooperativos repartibles de cada 
ejercicio social, recoge el precepto doctrinario con mayor 
rigurosidad aún, pues obliga a derivar un cinco por cien-
to a la reserva legal y otros porcentajes similares a fondos 

8 de marzo de 1985 en autos “Asociación Sureña de Empre-
sas de Pompas Fúnebres de la Provincia de Buenos Aires s/
Apelación Resolución de la Secretaría de Comercio”, voto del 
Dr. Barraza, Jurisprudencia Argentina, Tomo 1985-III, pág. 
508). “El fin del acto cooperativo no puede ser otro que la 
satisfacción de necesidades individuales comunes, mediante 
una gestión de servicio sin fines de lucro y sin perder de vista 
los intereses generales de la comunidad: el logro del bien co-
mún particular del grupo por la acción solidaria de sus miem-
bros, y además, coadyuvante al bienestar general” (Superior 
Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut, sentencia del 
4 de marzo de 2003 en autos “Bork, Cristian Pedro y Otro 
s/Demanda Contencioso Administrativa”, http://www.saij.
gob.ar).
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específicos que deben ser utilizados en el transcurso del si-
guiente ejercicio, contempla el eventual pago de un interés 
limitado a las cuotas sociales de capital y aplica el resto 
como reintegro a los asociados en estricta proporción al uso 
que hayan hecho de los servicios de la cooperativa4.

Es cierto que en una cooperativa también pueden existir 
resultados positivos que no surjan de la prestación de servi-
cios a sus asociados, ya sea porque deriven de operaciones 
con no asociados —si están reglamentariamente autoriza-
das—, o se hubiesen obtenido en operaciones ajenas a la 
gestión ordinaria.

Pero esos resultados que no forman parte del excedente 
repartible deben destinarse, porque así lo establece la pro-
pia ley de la materia, a una reserva especial que, como to-
das las reservas de una cooperativa, tiene en Argentina ca-
rácter de irrepartible entre los asociados aún si se produjese 
la disolución de la cooperativa, en cuyo caso —formando 
parte del sobrante patrimonial producto del proceso de 

4 Artículo 42 de la Ley nacional 20337: “Se consideran exce-
dentes repartibles sólo aquellos que provengan de la diferencia 
entre el costo y el precio del servicio prestado a los asocia-
dos. De los excedentes repartibles se destinará: 1º. El cinco 
por ciento a reserva legal; 2º. El cinco por ciento al fondo 
de acción asistencial y laboral o para estímulo del personal; 
3º. El cinco por ciento al fondo de educación y capacitación 
cooperativas; 4º. Una suma indeterminada para pagar un in-
terés a las cuotas sociales si lo autoriza el estatuto, el cual no 
puede exceder en más de un punto al que cobra el Banco de 
la Nación Argentina en sus operaciones de descuento; 5º. El 
resto para su distribución entre los asociados en concepto de 
retorno”.
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liquidación— ingresarán al fisco correspondiente al domi-
cilio de la respectiva cooperativa.

Sin embargo, esas dos premisas son obviadas por funcio-
narios estatales deseosos de allegar más recursos financie-
ros al erario público antes que racionalizar sus erogaciones, 
a tal punto que el Ministerio de Economía de la Nación 
suele calificar a la exención de los excedentes cooperati-
vos en el impuesto a las ganancias directamente como un 
“gasto tributario”, concepto que se aplica a “ingresos que el 
fisco deja de percibir al otorgar un tratamiento impositivo 
que se aparta del establecido con carácter general en la le-
gislación tributaria, con el objeto de beneficiar o favorecer 
el desarrollo de determinadas actividades, zonas, contribu-
yentes o consumos”.

La inexistencia de hecho imponible también es motivo 
evitado por los referentes de las empresas lucrativas que, 
afectados en sus intereses por la actividad de las cooperati-
vas, aducen la existencia de “competencia desleal”.

A ello se suma el requerimiento del Fondo Monetario 
Internacional, varias veces expuesto en acuerdos suscrip-
tos con el gobierno argentino, que ha venido planteando la 
necesidad de “una reforma integral del sistema tributario 
encaminada a […] (iii) ampliar la base del impuesto sobre 
la renta para incluir los ingresos por intereses y dividendos 
y las ganancias de las cooperativas y fundaciones”5.

Realizadas las aclaraciones incluidas en el presente ca-
pítulo de nuestro trabajo, recorramos ahora la evolución 
histórica del tratamiento de las cooperativas argentinas en 

5 Punto 24 del “Memorando de políticas económicas del go-
bierno de Argentina para un programa transicional en 2003”, 
anexo del Acuerdo Financiero Stand-By aprobado por el Fon-
do Monetario Internacional el 17 de enero de 2003.
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el impuesto sobre la renta para observar que, desde el inicio 
del gravamen, esas entidades merecieron un tratamiento es-
pecífico, con la intención de reconocer —a veces no muy 
acertadamente— su particular naturaleza.



El origen del impuesto sobre la renta en el mundo nos lleva 
hasta el Reino Unido de la Gran Bretaña, donde en 1799 
se estableció este tributo, con carácter de emergencia, para 
ayudar al financiamiento de los mayores gastos que deman-
daban las guerras napoleónicas.

Pero derrotado Napoleón Bonaparte (1769-1821) en la fa-
mosa batalla de Waterloo el 18 de junio 1815, el denominado 
income tax prolongó su vigencia hasta la actualidad.

En nuestro país, el primer intento referido a este grava-
men se remonta al presidente Hipólito Yrigoyen (1852-1933), 
cuando el Poder Ejecutivo —que contó con Domingo E. Sa-
laberry (1879-1923) como ministro de Hacienda durante los 
seis años del mandato presidencial— envió en 1917 un pro-
yecto a la Cámara de Diputados que, aprobado en comisión, 
no se llegó a tratar en un recinto donde el oficialismo carecía 
de mayoría de legisladores.

Tampoco tuvo suerte su sucesor, Marcelo Torcuato de Al-
vear (1868-1942), cuyo ministro de Hacienda, Rafael Miguel 
Herrera Vegas (1868-1928), elaboró otro proyecto que tam-
poco tuvo aprobación legislativa, lo que precipitó la renuncia 
de ese funcionario el 8 octubre de 1923.

Durante el mismo mandato ministerial, el joven econo-
mista Raúl Federico Prebisch (1901-1986) fue becado para 
viajar a Nueva Zelanda y Australia con el propósito de estu-
diar en el terreno la experiencia del impuesto sobre la renta en 
esos países integrantes de la British Commonwealth of Nations.

Evolución histórica
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Sin embargo, la beca se cortó abruptamente apenas cuatro 
meses después cuando asumió como ministro Víctor Manuel 
Molina (1861-1933), cuyo subsecretario, Salvador Oría (1883-
1952), un experto tributarista, decidió presentar un proyecto 
propio que no llegó a ser tratado parlamentariamente.

Recién en las postrimerías del gobierno de facto del ge-
neral José Félix Benito Uriburu (1868-1932), que truncó el 
6 de septiembre de 1930 el segundo período presidencial de 
Yrigoyen, pudo aprobarse, entre otras gabelas, el denomina-
do “impuesto de emergencia sobre los réditos” a través de 
un decreto ley del 19 de enero de 1932 dictado en Acuerdo 
General de Ministros y publicado en el Boletín Oficial de la 
República Argentina tres días después, donde se fundamenta 
la medida en la necesidad de evitar la emisión monetaria y 
la moratoria de la deuda pública en el contexto de fragilidad 
económica producto de la Gran Depresión, es decir, la crisis 
financiera mundial de 1929 cuyos efectos se prolongaron du-
rante la década siguiente.

Ese decreto ley, texto que fue obra de Prebisch, a la sa-
zón subsecretario de Hacienda, dispuso en su artículo 1º: 
“A partir del 1º de enero de 1932, y por el término de cinco 
años, todos los réditos derivados de fuente argentina, a fa-
vor de argentinos o extranjeros, residentes o no residentes en 
el territorio de la República, quedan sujetos al gravamen de 
emergencia nacional que establece la presente disposición”.

Debe recordarse que la Constitución Nacional solamente 
permite al Congreso Nacional imponer contribuciones di-
rectas por tiempo determinado6.

Por el inciso b) del artículo 4º fueron excluidas del gra-
vamen “las ganancias que las sociedades cooperativas de 

6 Artículo 75, inciso 2, de la Constitución de la Nación 
Argentina.
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consumo distribuyesen a sus asociados, proporcionalmente a 
las compras de los mismos, excluidas las utilidades por ventas 
realizadas a no asociados”, sin reparar que la Ley nacional 
11388 imponía el principio de la mutualidad rigurosa7.

Ya en funciones el nuevo presidente constitucional, gene-
ral Agustín Pablo Justo (1876-1943), se envió el citado de-
creto ley al Congreso Nacional para su ratificación, lo que 
dio lugar a la aprobación de la Ley nacional 11586 (BORA, 
02.07.1932), que introdujo modificaciones al impuesto que 
lo tornaron en un tributo de difícil aplicación.

Esta ley redujo el período de aplicación del impuesto a los 
réditos, limitándolo a tres años, y reemplazó la exención que 
beneficiaba a las cooperativas de consumo por la siguiente: 
“Las ganancias que las cooperativas de consumo distribuyan 
a sus asociados de acuerdo con el Art. 2º, inciso 17 de la Ley 
número 11.388 y las que se destinen a su fondo de previsión 
o reserva. Quedan excluidas de esta exención las ventas reali-
zadas a los no socios y a los que siéndolo compran productos 
a las cooperativas para su reventa”8.

7 Ley nacional 11388 de Sociedades Cooperativas (BORA, 
27.12.1926): “Artículo 2º: Sólo podrán denominarse ‘coope-
rativas’ las sociedades que además de ese título, reúnan los ca-
racteres siguientes: […] 13. De los servicios de la sociedad, sólo 
podrán hacer uso los socios”.
8 “De las utilidades realizadas y líquidas de cada ejercicio se 
destinará por lo menos el 5 % al fondo de reserva y se distribui-
rá el 90 % entre los socios: a) En las cooperativas o secciones 
de consumo, en proporción al consumo hecho por cada socio; 
b) En las cooperativas de producción, en proporción al trabajo 
hecho por cada uno; c) En las cooperativas o secciones de ad-
quisición de elementos de trabajo y de transformación y venta 
de productos, en proporción al monto de las operaciones de 
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El tratamiento inicial en la Cámara de Diputados dio lu-
gar a dos dictámenes de comisión, uno de la mayoría oficialis-
ta y otro de la oposición, pero ambos coincidieron en el nue-
vo texto que “aclara la exención a las cooperativas genuinas”, 
tal como lo calificó el diputado socialista Silvio L. Ruggieri 
(1888-1947). Y pese al complicado trámite parlamentario que 
tuvo el proyecto (tres veces en Diputados y dos en el Senado), 
esa exención no mereció discusión alguna.

El 16 de diciembre de 1932, el Poder Ejecutivo —ba-
sándose en las deficiencias de algunas disposiciones que 
“repercuten en la recaudación y por consiguiente alteran el 
propósito fiscal que las originó”— elevó un proyecto de ley, 
preparado por la Dirección de Impuesto a los Réditos, a car-
go de Ernesto Malaccorto (1902-1991), que incluía, además 
de una modificación integral del impuesto de emergencia so-
bre los réditos, otra referida al impuesto sobre las transaccio-
nes y una norma para regular la administración, percepción 
y procedimiento en materia de ambos gravámenes.

Con la nueva denominación de impuesto a los réditos, 
el tributo mantenía su vigencia hasta el 31 de diciembre de 
1934 y ampliaba la exención en favor de las cooperativas de 
consumo a todo tipo de cooperativas: “Las utilidades propias 
de las sociedades cooperativas, como también las que éstas 
distribuyen a sus asociados de acuerdo con el artículo 2º, 
inciso 17 de la ley 11.388. Quedan excluidas de esta exención 
las utilidades provenientes de las ventas realizadas con los 
no socios y con los que siéndolos compran productos de las 
cooperativas para su reventa”.

El proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados en 
sus sesiones del 28 y 29 de diciembre y por el Senado al día 

cada socio con la sociedad; d) En las cooperativas o secciones 
de crédito, en proporción al capital”.
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siguiente, convirtiéndose en la Ley nacional 11682 (BORA, 
12.01.1933), que con posteriores modificaciones —varias de 
ellas para extender su plazo por tratarse constitucionalmente 
de una contribución directa que debe temer tiempo deter-
minado— mantuvo su vigencia durante algo más de cuatro 
décadas.

La primera de esas modificaciones relacionada con las 
cooperativas se produjo a través del decreto ley 18229 del 31 
de diciembre de 1943 (BORA, 05.01.1944), que incluyó en 
la tercera categoría (Réditos del comercio y la industria, de 
los auxiliares de comercio, de prestación de servicios, de los 
profesionales, de los que ejercen un oficio y las ocupaciones 
lucrativas por cuenta propia) a “las cooperativas no exentas 
del impuesto por las utilidades imponibles que no distribu-
yan a los socios”, con una tasa del 10 %.

Al establecer la correspondencia de esta nueva norma con 
la referida a la exención a las cooperativas contemplada en 
el artículo 5º, inciso c), de la Ley nacional 11682, se dedu-
ce que alcanzaba a “las utilidades provenientes de las ventas 
realizadas con los no socios y con los que siéndolos compran 
productos de las cooperativas para su reventa”.

La Ley nacional 14393 (BORA, 31.12.1954) amplió la 
exención a las cooperativas mediante el siguiente texto: “Las 
utilidades de las sociedades cooperativas de cualquier natu-
raleza y las que bajo cualquier denominación (retorno, inte-
rés accionario, etc.), distribuyan las cooperativas de consumo 
entre sus socios”.

También incorporó otras disposiciones relacionadas con 
las cooperativas, a saber:
•	 Agregó como réditos de la segunda categoría (Renta de 

capitales mobiliarios) a “las utilidades que bajo cualquier 
denominación (retornos, interés accionario, etc.) distri-
buyan entre sus socios las cooperativas, excepto las de 
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consumo, sin tener en cuenta el origen de los fondos con 
los cuales se realiza su pago”, estableciendo un tratamien-
to especial en otro artículo para el caso de las cooperativas 
de trabajo. En el transcurso del debate en el Senado, quedó 
aclarado que también se consideran cooperativas de con-
sumo las secciones consumo de otro tipo de cooperativas.

•	 Otorgó tratamiento de réditos de la cuarta categoría 
(Renta del trabajo personal) a los provenientes “de los ser-
vicios personales prestados por los socios de las sociedades 
cooperativas de trabajo, que trabajen personalmente en la 
explotación, inclusive el retorno percibido por aquéllos”.
Es de hacer notar que haber incluido también a los retor-

nos cooperativos (excepto los provenientes de las cooperativas 
de consumo y de trabajo) en la segunda categoría, que es la 
que comprende a los rendimientos de capitales mobiliarios, 
representa un desconocimiento de la naturaleza de dichos 
retornos, la que explicaremos más adelante. Por suerte, esta 
inclusión se eliminó al sustituirse el impuesto a los réditos 
por el impuesto a las ganancias aprobado por el Congreso 
Nacional el 27 de diciembre de 1973 a través de la Ley na-
cional 20628 (BORA, 31.12.1973).

Esta última norma es la que está vigente en la actualidad, 
y entre las numerosas modificaciones que ha sufrido desde 
su dictado, solo es necesario destacar, en materia de coope-
rativas, la que introdujo el punto 18 del artículo 1º de la Ley 
nacional 21481 (BORA, 05.01.1977) para corregir el olvido 
en la transcripción que se hizo del texto de la Ley nacional 
11682 con referencia al tratamiento de los intereses sobre las 
cuotas sociales de capital que puedan reconocer a sus asocia-
dos las cooperativas de trabajo.

Llega, pues, el turno entonces de abocarnos al tratamien-
to que dispensa a las cooperativas la actual legislación argen-
tina sobre el impuesto a las ganancias.



Las exenciones vigentes

La primera mención a las cooperativas que realiza la Ley 
nacional 20628 (texto ordenado por decreto 824/2019) se 
encuentra en el artículo 26, cuyo inciso d) declara exentas 
del gravamen a “las utilidades de las sociedades cooperati-
vas de cualquier naturaleza y las que bajo cualquier deno-
minación (retorno, interés accionario, etcétera), distribuyen 
las cooperativas de consumo entre sus socios”.

En este punto es interesante recordar que, a comien-
zos del año 2005, el diputado nacional santafesino Oscar 
Santiago Lamberto, después de consensuar con el entonces 
titular de la Administración Federal de Ingresos Públicos, 
Alberto Remigio Abad, presentó un proyecto de ley a través 
del cual se modificaba para las cooperativas el carácter de 
exención en el impuesto a las ganancias por el de no suje-
ción, explicando ampliamente los motivos que impulsaban 
la propuesta en los fundamentos del referido proyecto9.

9 Proyecto de ley 8091-D-2004 (https://www.hcdn.gov.ar/
proyectos). Algunos párrafos de sus Fundamentos:
• “La ley del impuesto a las ganancias dispone en su artículo 
20, inciso d), que se encuentran exentas del gravamen ‘las utili-
dades de las sociedades cooperativas de cualquier naturaleza’”.

Situación actual
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• “Si bien la norma tiene como efecto práctico excluir del gra-
vamen a las cooperativas a través de una exención al mismo, 
resultaría más adecuado no reflejar como una liberalidad otor-
gada por el legislador lo que constituye un claro caso de no 
sujeción”.
• “Las cooperativas, definidas por la ley 20.337, son entidades 
fundadas en el esfuerzo propio y la ayuda mutua para orga-
nizar y prestar servicios. La organización y prestación de ser-
vicios constituye, pues, su objeto institucional, su motivación 
creadora, la finalidad concreta de las cooperativas, a diferencia 
de otros entes para los cuales su actividad es sólo un medio de 
obtener ganancias”.
• “La naturaleza no lucrativa de las cooperativas se funda-
menta, en primer lugar, en el carácter que asumen las diferen-
cias positivas que eventualmente arrojan sus balances. Estas 
diferencias no constituyen ganancias como en las empresas 
lucrativas, sino excedentes, porque surgen de un exceso en la 
estimación preventiva que realizó la cooperativa del costo de 
sus servicios al fijar el precio provisorio de los mismos. Los 
excedentes son de propiedad de los asociados en la medida en 
que cada uno contribuyó a formarlos y anualmente retornan a 
ellos en estricta proporción a las operaciones realizadas con la 
entidad, determinándose sólo entonces el precio definitivo de 
los servicios prestados por la cooperativa. Nuestra legislación 
positiva recoge este precepto doctrinario y establece conse-
cuentemente, de manera concreta y obligatoria, el destino de 
los excedentes cooperativos”.
• “El retorno de los excedentes no es la única nota caracte-
rizante de la naturaleza no lucrativa de las cooperativas. Las 
reservas de estas entidades no son repartibles entre sus aso-
ciados, mientras en las empresas lucrativas quienes ejercen 
la titularidad patrimonial tienen derecho no sólo al capital 
aportado sino a todo el patrimonio neto de la empresa. Y esta 
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Lamentablemente, este proyecto —que modificaba el 
primer párrafo del artículo 1° de la Ley nacional 20628 por 
la expresión “todas las ganancias obtenidas por personas 
de existencia visible o ideal, excepto las cooperativas, que-
dan sujetas al gravamen de emergencia que establece esta 
ley”— quedó retenido en la Comisión de Presupuesto y 
Hacienda de la Cámara de Diputados, porque la intención 
de las autoridades económicas de entonces era no colisionar 
con el requerimiento del FMI ya comentado en la Intro-
ducción del presente ensayo, que en realidad no se pensaba 
cumplimentar.

Sin embargo, podría argumentarse que es correcto el 
tratamiento de exención considerando que una parte del 
excedente cooperativo debe destinarse obligatoriamente a 
reservas —a la reserva legal, el 5 % del excedente reparti-
ble, y a la reserva especial, el excedente proveniente de la 
gestión cooperativa con no asociados y de las operaciones 
ajenas a la gestión— que permanecerán en el patrimonio de 
la cooperativa. Por lo tanto, su condición de exentas sería 
producto del particular carácter de las reservas cooperativas 

falta de lucro en el ámbito cooperativo se hace aún más evi-
dente en la circunstancia de que en caso de disolución de una 
cooperativa, sus reservas —convertidas en sobrante patrimo-
nial— tampoco podrán pasar a sus asociados sino que habrán 
de tener un destino desinteresado, como es el caso de nuestro 
país donde la ley dispone que se transferirán al Estado”.
• “En resumen, las cooperativas no lucran ni podrán lucrar, 
no sólo porque lo imposibilita el sistema doctrinario en que se 
fundan sino también porque lo prohíbe en términos expresos 
la legislación que las rige. Prohibición ésta que —no debe ol-
vidarse— está sujeta a fiscalización permanente por el propio 
Estado a través de un organismo específico”.



22   Situación actual

(son irrepartibles entre los asociados y pasan al Estado en 
caso de disolución) o de la promoción que Argentina otor-
ga a las cooperativas en concordancia con la consideración 
fiscal que han venido recomendando históricamente las 
principales organizaciones internacionales en virtud de la 
importante función social que se le reconoce a estas entida-
des de la economía social y solidaria10.

En cuanto a la exención que la ley vigente reconoce a 
los importes “que bajo cualquier denominación (retorno, 
interés accionario, etcétera), distribuyen las cooperativas de 
consumo”, la norma tiene una justificación técnica. Tales 
sumas recibidas por los asociados fueron parte integran-
te de lo pagado por ellos a su cooperativa de consumo al 
adquirir artículos de consumo y uso personal y familiar, 
conceptos que dichos asociados no pueden descontar como 
gastos en sus propias liquidaciones del gravamen al con-
figurar conceptos incluidos dentro de las deducciones ad-
mitidas en la ley del impuesto por ganancia no imponible, 
deducción especial que la incrementa y cargas de familia. 
Aquí bien cabe la frase accesorium sequitur suum principale [‘lo 
accesorio sigue la suerte de lo principal’].

También la redacción del actual inciso d) del artículo 26 
de la Ley nacional 20628 y la de otros de esa norma son fac-
tibles de tres observaciones: 1) se denomina utilidades a lo 
que simplemente son excedentes de entidades no lucrativas 
como las cooperativas; 2) se califica a las cooperativas como 
sociedades cuando la duda que planteaba la exposición de 
motivos de la Ley nacional 2033711 ya ha quedado despe-

10 Ver sobre el tema promoción de las cooperativas: Rubén 
Alfredo Masón, op. cit., pág. 39 y sig.
11 “Cuestión arduamente debatida en el país y en el extran-
jero es si las cooperativas son asociaciones o sociedades. La 
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jada en el artículo 148 del Código Civil y Comercial, que 
adopta el criterio del tertium genus para distinguirlas tanto 
de las sociedades como de las asociaciones12; 3) alude a los 
“socios” de las cooperativas aun cuando siete meses antes 
del dictado de la ley de creación del impuesto a las ganan-
cias la legislación específica los designaba como “asociados”.

Los intereses sobre el capital

El artículo 45 (actualmente 48) de la Ley nacional 20628 
expresaba: “En tanto no corresponda incluirlas en el artí-
culo 48 (actualmente 53)13 de esta ley, constituyen ganancias 

Ley N° 11.388 las llama sociedades. En este punto el Pro-
yecto no se define en uno u otro sentido sino que se limita a 
caracterizarlas, dejando así abierto un amplio campo para los 
desarrollos doctrinarios y jurisprudenciales. Cabe notar que 
existen fundados argumentos en favor de ambas posiciones y 
aun de aquellas que las definen como asociaciones en forma de 
sociedad o como un ‘tertium genus’ distinto de unas y otras”. 
Consideraciones de la Exposición de Motivos de la Ley nacio-
nal 20337 sobre el artículo 2.° de la norma.
12 Artículo 148. Personas jurídicas privadas. Son personas 
jurídicas privadas: a) las sociedades; b) las asociaciones civi-
les; c) las simples asociaciones; d) las fundaciones; e) las igle-
sias, confesiones, comunidades o entidades religiosas; f) las 
mutuales; g) las cooperativas; h) el consorcio de propiedad 
horizontal; i) toda otra contemplada en disposiciones de este 
Código o en otras leyes y cuyo carácter de tal se establece o 
resulta de su finalidad y normas de funcionamiento.
13 El artículo 48 (actualmente 53) define las ganancias que 
corresponden a la tercera categoría (beneficios empresariales).
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de la segunda categoría14: […] e) (actualmente g) El interés 
accionario que distribuyan las cooperativas, excepto las de 
consumo”.

Este inciso, que copiaba el similar de la Ley nacional 
11682, olvidó incluir el tratamiento del interés sobre las 
cuotas sociales en las cooperativas de trabajo, omisión que 
fue subsanada a través de la Ley nacional 21481 (BORA, 
05.01.1977), cuyo artículo 1°, punto 18, dispuso la siguien-
te redacción, que continúa vigente: “g) El interés accionario 
que distribuyan las cooperativas, excepto las de consumo. 
Cuando se trate de las cooperativas denominadas de tra-
bajo, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 79 
(actualmente 82), inciso e)”.

En resumen, la disposición en comentario, que grava los 
intereses que las cooperativas pueden abonar a sus asocia-
dos sobre las cuotas sociales de capital que correspondan a 
cada uno de ellos, declara exentos a los otorgados por las 
cooperativas de consumo y los califica como de cuarta ca-
tegoría en el caso de las cooperativas de trabajo.

La exención de los intereses al capital en las cooperativas 
de consumo no hace más que reiterar la ya contenida en el 
artículo 26, a cuya fundamentación técnica nos referimos 
en el acápite anterior.

Respecto a los intereses en las cooperativas de trabajo, 
su calificación como de cuarta categoría15 surge de consi-
derarlos como una suerte de retribución adicional a la que 

14 Ganancias de la segunda categoría son las provenientes de 
rentas de capitales.
15 Las ganancias de la cuarta categoría comprenden los in-
gresos del trabajo personal en relación de dependencia y otras 
rentas.
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reciben los asociados de estas cooperativas en concepto de 
retribución y de retornos por sus servicios personales.

Finalmente, resulta conveniente recordar que una coo-
perativa puede aplicar parte de sus excedentes repartibles 
a la distribución de intereses sobre las cuotas sociales de 
capital integradas por sus asociados solo si lo autoriza el 
estatuto de la entidad y la tasa de dicho interés no puede 
superar en más de un punto a la que cobre el Banco de la 
Nación Argentina en sus operaciones de descuento.

Los retornos cooperativos

Como la ley del impuesto a las ganancias solamente con-
templa los retornos en el caso de las cooperativas de con-
sumo y de trabajo, podría deducirse que los distribuidos 
por otro tipo de cooperativas se encuadran en la tercera 
categoría, teniendo en cuenta que el artículo respectivo de 
la ley determina que corresponde incluir en esa categoría 
“las demás ganancias no comprendidas en otras categorías”.

El ya citado proyecto Lamberto proponía incorporar, en 
el artículo 49 (actualmente 53) que enumera las ganancias 
consideradas de la tercera categoría, una disposición con-
cerniente a los retornos que las cooperativas que no sean 
de consumo ni de trabajo distribuyan a sus asociados, es-
tableciendo que “tendrán para éstos el mismo tratamiento 
que corresponda a las operaciones a las cuales ellos estén 
referidos”.

Coincidimos totalmente con lo expresado por el exdipu-
tado nacional en los fundamentos de su proyecto respecto a 
que “el retorno cooperativo está pacíficamente aceptado en 
la legislación y la jurisprudencia como un verdadero ajuste 
de precio” y por ello corresponde que en cabeza de asociado 
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tenga el mismo tratamiento tributario que las operaciones a 
las que está directamente vinculado16.

16 “1. Reconociéndose que el sistema cooperativo persigue 
como fin esencial obtener una economía para sus asociados 
suprimiendo los intermediarios, los beneficios que en forma 
provisional recibe la sociedad no constituyen utilidades de ésta 
en el sentido que se les asigna comercialmente, sino una parte 
del producto de la gestión común de los socios que vuelve a 
ellos, y, por eso, se lo denomina retorno. Este no es más que 
una devolución de lo cobrado en exceso, tratándose de un su-
ministro de mercaderías. 2. No obstante referirse la ley 11.388 
a la distribución de ‘utilidades realizadas y líquidas’, no son en 
realidad tales, sino un reintegro de la diferencia entre el exce-
dente de los precios abonados por los socios y los que resultan 
una vez cubiertos los gastos de administración y hechas las 
reservas legales. Tanto no constituyen utilidades lo que reci-
ben los socios en concepto de retorno, que éste se distribuye en 
proporción al monto de las operaciones hechas por cada uno 
de ellos con la entidad. 3. Si el gravamen de la ley 12.143 recae 
sobre el precio de venta de las mercaderías o productos y se 
determina deduciendo las bonificaciones y descuentos hechos 
al comprador por época de pago y otros conceptos similares, 
no cabe duda que el retorno debe ser asimilado a aquéllos”. 
Fallo 89 del Tribunal Fiscal de la Nación del 19.09.1975, en 
la causa Cooperativa de Provisión de Médicos Radiólogos de la 
República Argentina Ltda. En el mismo sentido: fallo 464 del 
19.06.1962, confirmado por la Sala I de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal en 
fallo del 27.10.1965. La misma Sala I en fallo del 18.02.1997, 
recaído en la causa Federación Argentina de Cooperativas de 
Electricidad Ltda., expresó: “El retorno en las cooperativas es 
una devolución de una parte del precio percibido por aquéllas, 



Rubén Alfredo Masón   27

Ingresos de cuarta categoría

Resulta lógico que las retribuciones y retornos que perciben 
por sus servicios los asociados de las cooperativas de trabajo 
“que trabajen personalmente en la explotación” constituyan 
ingresos de la cuarta categoría en el impuesto a las ganan-
cias, carácter que la ley también otorga a los intereses sobre 
sus cuotas sociales que puedan percibir, como hemos visto 
precedentemente en el acápite específico.

También constituyen ingresos de la cuarta categoría los 
ingresos de los consejeros de cooperativas por el desempeño 
de tal función, contemplados en el artículo 67 de la Ley 
nacional 20337 y que dio lugar a una amplia explicación en 
su exposición de motivos17.

no puede confundirse con una distribución de ganancias y se 
halla en función de la intensidad de la relación comercial del 
asociado con la entidad”.
17 “La remuneración a los consejeros ha sido materia de con-
troversia a raíz de la norma del artículo 2º, inciso 9) de la Ley 
No 11.388 que prohíbe otorgar ‘ventaja ni privilegio alguno a 
los iniciadores, fundadores y directores, ni preferencia a par-
te alguna del capital’. Una interpretación de excesiva rigidez 
llevó a concluir que ella vedaba toda retribución a los conseje-
ros, aun por el trabajo personal efectivamente realizado en el 
desempeño de sus funciones en cumplimiento de la actividad 
social. Para sustentarla se pretendía hacer mérito de la doctri-
na cooperativa, cuando en realidad ésta en ningún caso pro-
híbe ‘como no podía ser de otra manera dada su naturaleza’ 
retribuir tales tareas. Especialmente tratándose de personas 
que ocupan parte de su tiempo útil en la atención de las ac-
tividades sociales, descuidando de esa manera sus legítimos 
intereses personales, con lo cual se limita arbitrariamente la 
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Lo que omite la ley es el tratamiento que corresponde a 
los ingresos que pueden percibir los síndicos de las coopera-
tivas, que para este efecto, la ley de la materia asimila a los 
consejeros, tal como lo explica su exposición de motivos18.

posibilidad de acceso a los cargos directivos. De esa forma se 
desmerece la igualdad de oportunidades que debe imperar en 
las cooperativas y se conspira, en definitiva, contra la cabal 
vigencia del gobierno democrático que constituye una de sus 
notas esenciales”.
“La práctica de la compensación de gastos, instaurada en 
algunos casos, no ha solucionado el problema en toda su 
magnitud”.
“El artículo es preciso en cuanto autoriza a la asamblea a retri-
buir el trabajo personal realizado en cumplimiento de la acti-
vidad institucional, lo cual no constituye privilegio ni prefe-
rencia alguna en el sentido fijado por el artículo 2º, inciso 3º. 
Además de ser conforme con la naturaleza de las cooperativas, 
esta norma permite colocar a estas entidades a la altura de las 
exigencias de la realidad económico-social actual, que deman-
da una dedicación cada vez mayor por parte de los consejeros”.
“Se establecen claramente dos condiciones: que la retribución 
sea resuelta por asamblea y que se trate de trabajo personal 
realizado por los consejeros en cumplimiento de la actividad 
institucional. Con estos recaudos se considera conveniente-
mente precisado el alcance de la disposición, la cual es. por 
otra parte, de estricta justicia”.
18 “Las disposiciones relacionadas con la remuneración y el 
uso de los servicios sociales establecidos para los consejeros 
se declaran aplicables también a los síndicos por tratarse de 
cuestiones que interesa regular en igual sentido para ambos, 
independientemente del diverso carácter de sus funciones”.
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Hay que tener en cuenta que para ser síndico de una 
cooperativa es necesario, igual que para los consejeros, es-
tar asociado a ella, y no se le requiere contar con título 
habilitante de contador público o abogado, como se exige 
legalmente para desempeñar esa función en una sociedad 
anónima, dado que “las cooperativas deben contar desde 
su constitución y hasta que finalice su liquidación con un 
servicio de auditoría externa a cargo de contador público 
nacional inscripto en la matrícula respectiva”.

Por lo expuesto, consideramos muy adecuada la inten-
ción del proyecto Lamberto de incluir los ingresos de los 
síndicos de las cooperativas en la cuarta categoría del im-
puesto a las ganancias, tal como sucede con los correspon-
dientes a los consejeros.

No hacerlo implica mantenerlos en la cuarta categoría 
dentro del inciso referido a los ingresos provenientes “del 
ejercicio de profesiones liberales u oficios y de funciones 
de albacea, síndico, mandatario, gestor de negocios, direc-
tor de sociedades anónimas y fiduciario”, lo cual les impi-
de gozar de la deducción especial que en la liquidación del 
gravamen beneficia a los consejeros de las cooperativas por 
estar comprendidos en el inciso c) del artículo 82 de la ley 
del impuesto a las ganancias.





En el año 2017

Desde el gobierno nacional encabezado durante el período 
2015-2019 por el ingeniero Mauricio Macri en su carácter 
de presidente de la Nación, se trató en dos oportunidades 
de modificar el tratamiento de las cooperativas en el im-
puesto a las ganancias.

El primero de esos intentos se produjo a mediados de 
noviembre de 2017, cuando el Poder Ejecutivo envió al 
Congreso Nacional el proyecto de ley 0020-PE-2017 “que 
prevé una reforma integral del sistema tributario argentino” 
a través de casi trescientos artículos.

El artículo 23 de ese proyecto excluía de la exención a 
las cooperativas “los resultados provenientes de actividades 
de ahorro, crédito y/o financieras o de seguros y/o reasegu-
ros”, mientras que el artículo 24 permitía a las cooperativas 
alcanzadas por esa modificación “computar como pago a 
cuenta la contribución especial establecida en el artículo 
6 de la ley 23.427 y sus modificatorias”, pero negaba en 
el caso de surgir de ese cómputo una suma no absorbida 
que la misma generase saldo a favor del contribuyente en el 
impuesto a las ganancias o pudiese ser susceptible de devo-
lución o compensación.

Una propuesta de estas características transparentaba sin 
lugar a dudas que detrás de ella estaba el poder financiero, 

Dos intentos fallidos
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es decir, los intereses más influyentes en la etapa contempo-
ránea del sistema capitalista.

Los argumentos esgrimidos en el mensaje que acompa-
ñó al proyecto fueron muy débiles, casi inexistentes. Apenas 
dentro de una enumeración de las modificaciones sugeri-
das “con la finalidad de dotar de mayor equidad al sistema 
tributario” mencionaba que “en materia de exenciones se 
propone que ellas no resulten de aplicación respecto de los 
beneficios obtenidos por cooperativas y mutuales que desa-
rrollan actividades de crédito y/o financieras o de seguros 
y/o reaseguros”.

Tan laxa era la explicación que tanto en su texto como en 
el articulado propuesto no se precisaba si se buscaba gravar 
los excedentes de las cooperativas de crédito o los prove-
nientes de “actividades de ahorro, crédito y/o financieras” en 
todo tipo de cooperativas.

Al considerarse el proyecto en la Comisión de Presupues-
to y Hacienda se generaron tres dictámenes. El de mayoría 
receptó la propuesta del Poder Ejecutivo, incorporándole 
algunos atenuantes: a) que la Administración Federal de 
Ingresos Públicos (AFIP) establecería “las condiciones ope-
rativas para la aplicación del impuesto a los resultados a que 
hace referencia el párrafo precedente y para la apropiación 
de gastos efectuados con el objeto de obtener, mantener y 
conservar ganancias gravadas” y b) que las cooperativas y 
mutuales a las que se les quitaba la exención podrían “dedu-
cir, de sus resultados gravados, hasta la suma de un millón 
de pesos ($ 1.000.000) anuales por las erogaciones que hu-
bieren incurrido en concepto de educación, salud, activida-
des culturales, deportes y recreación, efectuadas en beneficio 
de sus socios y/o de la comunidad”.

Uno de los dictámenes de minoría, en cambio, desechaba 
por completo la propuesta del Poder Ejecutivo en materia de 
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cooperativas y mutuales e incorporaba un capítulo referido 
a esas entidades que reproducía prácticamente el contenido 
del proyecto presentado trece años antes por el exdiputado 
nacional Lamberto que hemos analizado en el desarrollo de 
este trabajo.

El otro dictamen de minoría también se oponía a los 
cambios que perjudicaban a las cooperativas, aclarando que 
“por definición no tienen Ganancias, por lo que no deberían 
estar incluidas dentro de la determinación del Impuesto”.

También los firmantes del principal dictamen de minoría 
presentaron un documento con observaciones al de mayo-
ría, expresando en algunos de sus párrafos lo siguiente: “En 
cuanto a la inclusión de la actividad de las cooperativas y 
mutuales como objeto de pago del impuesto a las ganancias, 
se equivoca el Ejecutivo al considerar como rédito o rendi-
miento lo que es fruto de la llamada ‘acción cooperativa’. 
No se puede dar el mismo tratamiento a una actividad de 
fomento que genera empleabilidad, valor agregado, pero no 
genera ‘ganancia’, no es una sociedad comercial. Y no es lo 
mismo establecer una deducción especial como la propuesta 
porque desnaturaliza lo que es el término ‘ganancia’ para 
el impuesto. Tampoco es el método si lo que se pretende es 
castigar las cuevas que usan la figura jurídica para ocultar 
actividades de usura. Para esto hay otros métodos de control, 
mas no es el correcto el impositivo. Y no se puede castigar a 
un conjunto de emprendedores que se asocian en procura de 
un trabajo digno y de un emprendimiento propio por unos 
poco vivos”.

En el transcurso de un intenso debate19 fueron varios los 
diputados pertenecientes a distintas bancadas —incluidos 

19 Puede accederse al correspondiente Diario de Sesiones de 
la Cámara de Diputados en la página web https://www.hcdn.
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algunos dispuestos a aprobar en general el proyecto del Po-
der Ejecutivo— que se encargaron de manifestar su discon-
formidad ante lo propuesto en los dos artículos vinculados 
a las cooperativas, con sólidos fundamentos jurídicos, eco-
nómicos y sociales. Y pusieron de manifiesto que la existen-
cia de algunas entidades que podrían operar ilegalmente 
bajo la figura cooperativa o mutual, a la manera de “cuevas 
financieras”, no justificaba perjudicar a todas las cooperati-
vas cuando hay mecanismos de fiscalización que permiten 
corregir esta situación irregular, en lugar de consentirla me-
diante el pago del impuesto.

De esas intervenciones, queremos destacar lo expresa-
do por el legislador santafesino Luis Gustavo Contigiani: 
“También creo que se está sentando un peligroso preceden-
te. Si bien el proyecto alude a los servicios financieros, de 
crédito y de seguro, estamos abriendo la puerta a determi-
nados sectores del pensamiento económico liberal, presente 
en los artículos 23 y 24 de este proyecto, al equiparar las 
cooperativas y mutuales a una sociedad anónima. Esto es 
un gravísimo error, nada tiene que ver la naturaleza de una 
sociedad anónima con una cooperativa y una mutual, sal-
vo para el pensamiento económico liberal, que desde hace 
mucho tiempo quiere sacar a las cooperativas y mutuales 
sus ventajas, en aras de los valores de la competitividad y 
el mercado, de la igualdad de competencia, sin entender 
la esencia y la naturaleza del movimiento cooperativo y 
mutual”.

gob.ar/secparl/dtaqui/diario-de-sesiones.html (25.ª Reunión, 
2.ª Sesión Extraordinaria Especial, cont., 19.12.2017) y al de-
bate de la Ley nacional 27430 en la página https://www2.
hcdn.gob.ar/secparl/dgral_info_parlamentaria/dip/debates/
leyes_27000.html.
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Finalmente, la cuestión fue zanjada con la decisión del 
jefe del interbloque oficialista, el diputado cordobés Mario 
Raúl Negri, de retirar los artículos 23 y 24, entendiendo 
que “no hay consenso político para avanzar” y solicitan-
do “el compromiso de todos para sancionar una ley sobre 
mutuales y cooperativas con el objeto de evitar que, en su 
nombre, desde una ‘cueva’ sobre la avenida Callao, sin que 
sepamos a quién pertenece, se ande prestando plata por 
abajo”.

Sin embargo, la eliminación de esos artículos se contra-
dice con haber incluido a las cooperativas, en la reforma 
de la ley del impuesto a las ganancias que terminó apro-
bándose como ley nacional 27430, dentro del inciso c) del 
artículo 69 (actualmente 73) —que estableció las tasas del 
gravamen para las sociedades de capital— “en cuanto no 
corresponda por esta ley otro tratamiento impositivo”.

Violenta a la peculiar naturaleza de la entidad cooperati-
va que se la incluya como una “sociedad de capital” cuando 
justamente en el sistema cooperativo el capital posee una 
acotada importancia: no tiene poder de decisión, si se lo 
remunera es con un interés limitado y carece de derecho 
sobre el resto de patrimonio neto.

Además, si las cooperativas continuaron exentas en el 
total de sus excedentes, qué sentido tuvo expresar que es-
tán gravarlas “en cuanto no corresponda por esta ley otro 
tratamiento impositivo”. Entendemos que se trató de una 
omisión involuntaria, producto tal vez de la intensidad y 
larga duración del debate.

En el año 2018

“Con la sangre en el ojo”, es decir, con el resentimiento de 
haber terminado en un fracaso, en diciembre de 2017, su 
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propuesta de gravar con el impuesto a las ganancias a de-
terminadas cooperativas, pocos meses después —el 13 de 
septiembre de 2018—, el Poder Ejecutivo Nacional volvió 
sobre el tema en el acuerdo denominado “Consenso Fiscal 
2018”, que tuvo la intención de ampliar y adecuar el docu-
mento similar firmado un año atrás —con veintidós gober-
nadores (no participó el de la provincia de San Luis) y el jefe 
de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— y 
aprobado posteriormente por la Ley nacional 27429.

En esta ocasión, fueron seis provincias (Chubut, Formo-
sa, La Pampa, San Luis, Santa Fe y Santa Cruz) las que no 
participaron del nuevo acuerdo aprobado, donde las partes 
signatarias se comprometieron “en el ámbito de sus compe-
tencias, a arbitrar todos los medios a su alcance para: […] 
b) Derogar, con efecto para los ejercicios fiscales iniciados a 
partir del 1° de enero de 2019, toda disposición por la que se 
eximan del Impuesto a las Ganancias los resultados prove-
nientes de actividades de ahorro, de crédito y/o financieras 
o de seguros y/o de reaseguros de entidades cooperativas y 
mutuales”.

No extrañó este acompañamiento de la mayoría de las 
provincias a la iniciativa de obtener recursos de las coo-
perativas imponiéndoles un gravamen incompatible con la 
naturaleza no lucrativa de estas entidades y pese a que la 
casi totalidad de las constituciones provinciales reconocen 
la función social de las cooperativas y comprometen políti-
cas de Estado que las promueven. Sucede que el impuesto a 
las ganancias es coparticipable para las provincias, ansiosas 
de recursos para financiar el creciente gasto público en sus 
jurisdicciones.

En el tratamiento legislativo, el expediente referido al 
Consenso Fiscal 2018 fue acumulado con el relativo al Pre-
supuesto General de la Administración Nacional para el 
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Ejercicio Fiscal del año 2019 y con otros cuatro vinculados 
con el monotributo para pequeños productores cañeros y 
tabacaleros, el impuesto a las ganancias y el impuesto sobre 
los bienes personales.

El proyecto sobre el Presupuesto 2019 presentado por el 
Poder Ejecutivo incluía en el artículo 85 el siguiente texto 
que reiteraba el intento frustrado el año anterior e intro-
ducido en el nuevo Consenso Fiscal: “Incorpóranse, con 
efecto para los ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° 
de enero de 2019, como párrafos a continuación del inciso 
z) del Artículo 20 de la Ley de Impuesto a las Ganancias 
(t.o. 1997) y sus modificaciones, los siguientes: La exención 
prevista en los incisos d) y g) no será aplicable a los resul-
tados provenientes de actividades de ahorro, de crédito y/o 
financieras o de seguros y/o de reaseguros, cualquiera sea 
la modalidad en que se desarrollen —excepto los corres-
pondientes a las ART-MUTUAL y a aquellas mutuales que 
actúen como cajas de previsión social para sus asociados—. 
En tales supuestos, no resultará de aplicación lo previsto 
en el Artículo 29 de la Ley N° 20.321 para las entidades 
mutualistas. Las sociedades cooperativas podrán computar 
como pago a cuenta la contribución especial establecida en 
el Artículo 6° de la Ley N° 23.427 y sus modificatorias. Si 
del cómputo previsto surgiere un excedente no absorbido, 
éste no generará saldo a favor del contribuyente en este im-
puesto, ni será susceptible de devolución o compensación 
alguna”.

El dictamen de mayoría de la Comisión de Presupuesto 
y Hacienda, analizado en la sesión de la Cámara de Dipu-
tados del 24 de octubre de 2018, no convalidó la aplicación 
del impuesto a las ganancias a los resultados de actividades 
financieras y de seguros de las cooperativas, pero propuso 
—con voluntad de reemplazarlo “por la adopción de un 
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tributo más progresivo”— una contribución especial sobre 
el capital de cooperativas y mutuales con actividades finan-
cieras y/o de seguros que “regirá por los cuatro (4) primeros 
ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° de enero de 
2019”.

El dictamen de minoría, por su parte, planteó el rechazo 
del proyecto de ley de presupuesto, alegando, respecto al 
artículo 85, que “incorporar a las cooperativas al impuesto 
a las ganancias en cualquier actividad significaría desco-
nocer el carácter no lucrativo de éstas, poner en peligro su 
capacidad de formación de patrimonio social al servicio de 
la comunidad e ignorar los acuerdos parlamentarios soste-
nidos desde 1986 al aprobarse la ley 23.427”20.

Luego de un extenso debate21, con 138 votos por la afir-
mativa, 103 por la negativa y 8 abstenciones, fue aprobado 
el dictamen de mayoría, que como capítulo XIV incluyó 
la “Contribución especial sobre el capital de cooperativas y 
mutuales con actividades financieras y/o de seguros”, una 
decisión criticada por haber incluido en la ley de presupues-
to un tributo con cuatro años de duración, lo que resulta 
cuestionable desde la pauta de anualidad que contienen 

20 La Ley nacional 23427 creó el Fondo para Educación y 
Promoción Cooperativa, estableciendo a los efectos de su fi-
nanciamiento una contribución especial sobre el capital de 
las cooperativas, que grava patrimonialmente a los ejercicios 
sociales cerrados a partir de la publicación de esa ley (BORA, 
04.11.1986).
21 Puede accederse al correspondiente Diario de Sesiones de 
la Cámara de Diputados en la página web https://www.hcdn.
gob.ar/secparl/dtaqui/diario-de-sesiones.html (15.ª Reunión, 
11.ª Sesión Ordinaria Especial, cont., 24.10.2018).
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tanto la Ley nacional 24156 de Administración Financiera 
como la propia Constitución Nacional.

A continuación, también se aprobó el Consenso Fiscal 
2018 (140 votos afirmativos, 22 negativos y 23 abstencio-
nes) que insólitamente continuó manteniendo el compro-
miso de “derogar toda disposición por la que se eximan del 
Impuesto a las Ganancias los resultados provenientes de ac-
tividades de ahorro, de crédito y/o financieras o de seguros 
y/o de reaseguros de entidades cooperativas y mutuales”.

Tiempo después, esta incongruencia pretendió ser su-
perada a través del proyecto 5587-D-2019 presentado por 
el diputado Contigiani, quien también propuso eliminar 
la ya comentada incorporación de las cooperativas como 
sociedades de capital dispuesta por la Ley nacional 27430. 
Sin embargo, este proyecto perdió estado parlamentario es-
tacionado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

Durante el tratamiento en el Senado, en la sesión del 14 
y 15 de noviembre de 2018, la contribución especial intro-
ducida como capítulo XIV por la Cámara de Diputados 
dio origen a varias intervenciones críticas sobre su texto22, 
pese a lo cual el proyecto de presupuesto 2019 fue apro-
bado (45 votos afirmativos, 24 negativos y 1 abstención), 
corriendo igual suerte el Consenso Fiscal 2018 (48 votos 
afirmativos y 12 negativos)23.

Pero al mismo tiempo, el cuerpo aprobó (58 votos afir-
mativos y 2 negativos), con traslado a la cámara baja, un 

22 Puede accederse al correspondiente Diario de Sesiones del 
Senado en la página web https://www.senado.gob.ar/parla-
mentario/sesiones/busquedaTac (17.ª Reunión, Sesión Espe-
cial, 14.11.2018).
23 Se sancionaron como Leyes nacionales 27467 y 27469, 
respectivamente.
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dictamen consensuado de los proyectos presentados por 
el senador oficialista chaqueño Ángel Rozas y el senador 
opositor santafesino Omar Ángel Perotti para reemplazar 
el mencionado capítulo XIV.

Por su parte, a fines del mes de noviembre de 2018, el 
diputado santafesino Luciano Andrés Laspina, represen-
tante del oficialismo y a la sazón presidente de la Comisión 
de Presupuesto y Hacienda, argumentando que el proyecto 
aprobado por el Senado “no revistió los requisitos estable-
cidos en la Constitución Nacional en el sentido de que la 
Cámara de origen en materia de contribuciones es la Cá-
mara de Diputados”, presentó su propio proyecto de contri-
bución extraordinaria sobre el capital de las cooperativas y 
mutuales de ahorro, de crédito y/o financieras, de seguros 
y/o reaseguros, que mereció dictamen favorable —con mo-
dificaciones— de esa comisión y de las de Asuntos Coope-
rativos, Mutuales y Organizaciones No Gubernamentales, 
de Finanzas y de Peticiones, Poderes y Reglamento.

Este proyecto, por el cual se “mejora sustancialmente” 
el tributo similar aprobado como capítulo XIV de la ley de 
presupuesto 2019 (artículo 126 de la Ley nacional 27467), 
fue acompañado por la oposición porque representaba —
en palabras del diputado rionegrino Claudio Martín Do-
ñate— “un dique de contención para las cooperativas y 
mutuales ante la deliberada avanzada de este gobierno para 
que abonen el impuesto a las ganancias”, expresando que 
“ni en los peores momentos de nuestra historia ni en los 
procesos militares se discutió la naturaleza jurídica de estas 
entidades”.

Varios diputados del interior del país intervinieron en el 
debate con encendidas defensas de la importancia socioeco-
nómica que tiene la acción del cooperativismo y del mutua-
lismo en sus respectivos territorios y calificando el nuevo 
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tributo como “el mal menor” frente a la intención de gravar 
los excedentes de las cooperativas con el impuesto a las ga-
nancias. Y en el momento de la votación en la sesión del 6 
de diciembre de 2018 se registraron 174 votos afirmativos, 
ninguno negativo y 2 abstenciones24.

Seis días después, el Senado aprobó el proyecto sobre 
tablas y sin dictamen de comisión, incorporándose en el 
Diario de Sesiones —a moción del senador Miguel Ángel 
Pichetto— los fundamentos que tuvo el cuerpo para dar 
media sanción a la iniciativa similar finalmente descartada 
por no ser cámara de origen.

De este modo, se generó la Ley nacional 27486 para 
establecer “una contribución extraordinaria, de carácter 
transitorio, sobre el capital de cooperativas y mutuales que 
desarrollen actividades de ahorro, de crédito y/o financieras 
y de seguros y/o reaseguros, que se aplicaría en todo el terri-
torio de la Nación y que regiría por los cuatro (4) primeros 
ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° de enero de 
2019” y a la cual nos referiremos en un próximo trabajo 
sobre las cooperativas argentinas y los impuestos sobre el 
patrimonio.

24 Puede accederse al correspondiente Diario de Sesiones de 
la Cámara de Diputados en la página web https://www.hcdn.
gob.ar/secparl/dtaqui/diario-de-sesiones.html (18. ª Reunión, 
2. ª Sesión Extraordinaria Especial, 06.12.2018).





En el presente trabajo, nos hemos ocupado de complemen-
tar uno anterior sobre Fundamentos de la tributación cooperati-
va con el propósito de desarrollar, en lo que hace al impues-
to sobre la renta, los criterios generales que deben presidir el 
tratamiento de las cooperativas en este tipo de gravámenes, 
recorrer la evolución histórica de cómo fueron considera-
das estas entidades a lo largo de casi un siglo de vigencia 
del impuesto en nuestro país y analizar la legislación vigen-
te, sugiriendo al mismo tiempo los cambios que deberían 
introducirse en esa legislación para contemplar adecuada-
mente la particular naturaleza de las empresas cooperativas 
y de los ingresos de sus asociados.

Consideramos que era momento oportuno para abo-
carnos a la tarea, pues en los últimos meses han vuelto a 
trascender noticias con referencia a una posible tentativa 
de innovar en la materia en perjuicio de las cooperativas. Y 
esto puede seducir tanto a un gobierno ávido de eliminar 
el consuetudinario déficit fiscal que muestra anualmente 
nuestro país, como a los organismos internacionales de cré-
dito urgidos por cobrar los préstamos otorgados a la Argen-
tina y a los intereses que se sienten perjudicados por lo que 
llaman “competencia desleal de las cooperativas”.

Respecto a los voceros de esos intereses, correspondería 
preguntarles qué responderían a las siguientes preguntas 
los dueños de las sociedades anónimas que representan: 

Conclusiones
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¿Estarían dispuestos, para gozar de los mismos “privilegios” 
que las cooperativas, a abrir su capital accionario a los clien-
tes de la empresa incorporándolos con un aporte mínimo 
y asignándoles los mismos derechos que tienen sus accio-
nistas? ¿Acordarían remunerar a los accionistas solamente 
con un interés sobre su capital que se encuentre limitado al 
nivel de la tasa de descuento del Banco de la Nación Argen-
tina? ¿Aceptarían destinar a los trabajadores el 5 % de sus 
ganancias, otro tanto a fomentar la educación y un tercer 
porcentaje similar a una reserva que, en caso de disolución 
de la empresa, pase al fisco? ¿Utilizarían el remanente de su 
ganancia anual para devolvérselo a sus clientes en propor-
ción a las operaciones que haya realizado cada uno de ellos?

Para finalizar y a modo de resumen, puntualizamos a 
continuación las cuestiones que deberían abordarse en el 
impuesto a las ganancias a fin de encuadrar debidamente el 
tratamiento de las cooperativas y de los importes que ellas 
distribuyen entre sus asociados:
•	 El primer tema consiste en decidir si se considera que las 

cooperativas no tienen que encontrarse sujetas al grava-
men debido a su carácter no lucrativo o, por el contrario, 
les corresponde una exención, teniendo en cuenta que 
existen excedentes anuales que quedan en el patrimonio 
de la entidad como reservas, aunque esas reservas sean 
irrepartibles entre los asociados y se destinen al fisco —
como integrantes del sobrante patrimonial— en caso de 
disolución.

•	 Se decida el carácter de no sujeción o se mantenga la 
condición de exentos para la totalidad de los excedentes 
cooperativos, carece de sentido disponer —como lo hace 
la ley del impuesto en su artículo 73, donde se incluye 
indebidamente a las cooperativas dentro de las socie-
dades de capital— que las cooperativas están gravadas 
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“en cuanto no corresponda por esta ley otro tratamiento 
impositivo”.

•	 Los excedentes que las cooperativas de consumo distribu-
yen como retornos, intereses sobre el capital, etc. merecen 
el carácter de exentos en cabeza de sus asociados por pro-
venir de operaciones que ellos no pueden descontar como 
gastos en su liquidación del impuesto a las ganancias.

•	 Los intereses que las cooperativas abonan a sus asociados 
deben tributar en cabeza de estos a la segunda categoría 
del gravamen, salvo en las cooperativas de consumo, por 
lo precedentemente expuesto, y en las cooperativas de 
trabajo, que corresponden a la cuarta categoría.

•	 Dentro de las normas referidas a la tercera categoría, que 
incluye todas las ganancias no incluidas en las otras tres, 
debería especificarse que los retornos constituyen para 
los asociados de las cooperativas un simple ajuste de pre-
cio y deben correr la misma suerte que las operaciones 
que les dan origen.

•	 Los importes que puedan percibir por su labor los sín-
dicos de las cooperativas deben ser equiparados en la 
cuarta categoría a las sumas abonadas en tal concepto 
a los integrantes del consejo de administración, pues en 
ambos casos se exige su condición de asociados de la 
cooperativa y el desempeño de la sindicatura no requie-
re título de contador público o abogado, como en las 
sociedades anónimas, dado que la fiscalización privada 
en las cooperativas está complementada por la presencia 
obligatoria de una auditoría contable profesional.

•	 También es necesario aclarar, en la cuarta categoría, 
respecto a los asociados de las cooperativas de trabajo, 
que se incluye todo lo que perciban en carácter de retri-
bución, retornos e intereses sobre sus cuotas sociales de 
capital.
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•	 Finalmente, sería conveniente modificar la terminología 
utilizada por la ley, que no se compadece con la que sería 
correcta, pues correspondería reemplazar “utilidades de 
las sociedades cooperativas” por “excedentes de las coo-
perativas” y “socios” por “asociados”.
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